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La creciente participación de las mujeres en el mercado laboral es una de las grandes 
revoluciones del último siglo que no por ello deja de presentar múltiples retos. De hecho, 
el enfoque de la política social de muchos países, organizaciones internacionales y orga-
nismos multilaterales está centrado en la promoción de la autonomía económica de las 
mujeres, lo cual se consigue, desde esta perspectiva, a través de su acceso paritario a los 
mercados de trabajo. Uno de los mecanismos diseñados para incentivar la participación 
femenina ha sido la incorporación en la ley de un conjunto de beneficios para las traba-
jadoras gestantes: la prohibición de terminar los contratos laborales de las mujeres en 
embarazo cuando no exista una justa causa para el despido, y el reconocimiento de una li-
cencia remunerada de maternidad. Estas garantías han sido tradicionalmente reconocidas 
como logros importantes para proteger la autonomía reproductiva de las mujeres y la de-
cisión de cuándo y cuántos hijos tener, así como para evitar el trato discriminatorio contra 
las trabajadoras a causa del embarazo. Y en efecto, aun reconociendo que su eficacia en el 
mundo del trabajo tiene amplio espacio para mejorar, es innegable la importancia de estas 
medidas como facilitadores de la participación de las mujeres en la economía productiva 
en condiciones que las protegen contra tratos discriminatorios. Con todo, es importante 
evaluar el efecto que tiene la legislación que protege a la maternidad en la vida laboral 
de las mujeres, así como considerar si esta acrecienta el desbalance en las cargas que se 

9.	 Maternidad y mercado laboral: el impacto de 
la legislación

Natalia Ramírez
Ana María Tribín

Carmiña O. Vargas*

* Las opiniones expresadas en este capítulo, así como los errores y omisiones, son de exclusiva responsabilidad 
de sus autoras y no comprometen de ninguna forma a las instituciones a las que están afiliadas, ni a las personas 
que comentaron sobre diferentes versiones de él. Agradecemos la ayuda de Jaime Tenjo, Oriana Álvarez y María 
Camila Jiménez para la obtención de los datos. Asimismo, los valiosos comentarios de Marcela Eslava, Dolores 
de la Mata, Raquel Bernal, Carlos Medina y un evaluador anónimo, fueron indispensables para esta investi-
gación. Agradecemos también el apoyo y los comentarios de Francesca Castellani, Luis Eduardo Arango y Edu-
ardo Lora, y especialmente a nuestros asistentes de investigación Andrea P. Poveda y Daniel Rodríguez Guío. 
Las autoras son, en su orden: profesora de la Escuela de Derecho de la Universidad de los Andes, investigadora 
e investigadora principal del Banco de la República.



Desempleo femenino en Colombia

268

les imponen a las mujeres frente a los hombres con ocasión del estatus parental y de cara 
a las dinámicas del mercado de trabajo. En efecto, aunque son las mujeres quienes están 
biológicamente capacitadas para llevar a término un embarazo y proveer el sustento de 
los niños durante sus primeros meses a través de la lactancia materna, la legislación que 
se enfoca únicamente en las madres y no en los padres refuerza un desbalance biológico 
que afecta los resultados laborales femeninos. Adicionalmente, dado que la posibilidad 
de ser madre es una realidad para la mayoría de mujeres, en la práctica estas regulaciones 
pesan, no solo sobre quienes efectivamente sean o vayan a ser madres, sino sobre todas 
las mujeres como grupo. A partir de estas consideraciones, el enfoque de nuestra inves-
tigación estuvo guiado por el interés de dar respuesta a preguntas tales como: ¿Genera 
alguna repercusión la legislación de protección a la maternidad sobre la vinculación de 
las mujeres al empleo? ¿Si hay efecto, qué consecuencias tiene para las mujeres trabaja-
doras? ¿Tiene la legislación que protege a la maternidad en el empleo un poder negativo 
o positivo sobre la vinculación de las mujeres al mercado de trabajo formal? ¿Afecta la 
legislación a todas las mujeres trabajadoras por igual? 

Colombia, junto con Bolivia, Brasil, Paraguay y Uruguay, cuenta con los más altos 
porcentajes de participación de las mujeres en la economía productiva de la región, con 
cifras similares a Estados Unidos y Canadá (Banco Mundial, 2014). Colombia, en parti-
cular, es el país de América Latina que ha tenido el mayor incremento de la participación 
femenina en la economía productiva en las últimas tres décadas (Amador, Bernal y Peña, 
2013). Pero, al igual que otras naciones de la región, la participación de las mujeres en la 
economía informal es bastante alta, pese a que tienen en promedio más años de educación 
que los hombres en todos los niveles. 

Al tiempo, y de manera similar a otros Estados latinoamericanos, nuestro país cuenta 
con una estructura normativa de protección a la maternidad en el trabajo que es formal-
mente nutrida y se compone de varios niveles de protección1. En efecto, en Colombia 
la protección a la maternidad incluida en las normas de derecho laboral se deriva de la 
ratificación, en 1931, del Convenio 3 de la Organización Internacional del Trabajo (en 
adelante OIT), mismo que fue luego modificado por normas nacionales posteriores, así 
como complementado por normas de derecho internacional como la Cedaw2 y elevado a 
norma constitucional en el artículo 43 de la Constitución Política nacional. Estas normas 
recogen los dos elementos centrales de protección a la maternidad: el reconocimiento de 
la igualdad entre mujeres y hombres y la prohibición de que las mujeres sean sometidas a 
cualquier práctica discriminatoria, en particular a causa del embarazo. 

Sin duda, estos dos principios son fundamentales para la agenda de equidad de gé-
nero. Sin embargo, a la igualdad formal entre los sexos se contraponen unas diferencias 
biológicas a las que socialmente se les han asignado cargas valorativas que empeoran 
la situación social de las mujeres y que van en contravía del discurso de la igualdad. En 
efecto, eventos biológicos como el embarazo, el alumbramiento y el amamantamiento 

1 La mayoría de países en la región ha suscrito alguno de los Convenios de la OIT sobre maternidad, e incluso 
aquellos que no lo han hecho cuentan en sus legislaciones nacionales con esquemas similares de protección a la 
maternidad al promovido por la OIT. 
2 Cedaw, por sus siglas en inglés, es la Convención para la Eliminación de Toda Forma de Discriminación Con-
tra la Mujer, adoptada en 1979 por la Asamblea General de Naciones Unidas.
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afectan de manera directa y principal los cuerpos y vidas de las mujeres, en sus oportuni-
dades de vinculación al empleo y en sus posibilidades de ascenso profesional, entre otros, 
sin que exista un correlato similar para los hombres. 

En parte por reconocer esta disparidad biológica, y también al intentar promover el 
incremento de la mano de obra femenina durante el proceso de industrialización, varios 
países adoptaron la figura de la licencia de maternidad a principios del siglo xx. Los pa-
quetes de protección a la maternidad impulsados desde la OIT, empezando por el Conve-
nio 3, incluyen dos beneficios principales: la prohibición de despido a causa del embarazo 
y la licencia remunerada posterior al parto. 

Sin duda los sucesivos convenios y recomendaciones de la OIT sobre esta materia3 
buscan, primero, proteger la salud de las mujeres y los niños durante el embarazo y luego 
del parto, y, segundo, asegurar que la función reproductiva de las mujeres no afecte ne-
gativamente su seguridad económica y laboral (OIT, 2005, 2010). A estos fines se suma 
un propósito más puntual avanzado recientemente por la OIT: que en cada país la licencia 
de maternidad sea pagada por un sistema de seguridad social en salud, en lugar de que 
su costo económico sea asumido de manera exclusiva por los empleadores. Este llamado 
contra la discriminación que hace la OIT parte de reconocer que la maternidad y las res-
ponsabilidades asociadas al nacimiento y la crianza de los hijos son elementos que pesan 
sobre las mujeres trabajadoras y no sobre los hombres en el momento de la contratación. 
En consecuencia, la OIT ha afirmado:

	 El problema es cómo asegurar que los empleadores no rechacen candidatas en 
edad reproductiva[,] quienes ya están asumiendo la carga más pesada de las res-
ponsabilidades familiares y cuyas ausencias durante la licencia de maternidad o 
incluso por períodos más largos genera[n] problemas organizacionales para los 
empleadores[,] quienes en algunos casos incluso asumen la carga financiera de 
pagar salarios durante dichas ausencias (OIT, 1997).

El enfoque de la OIT ha estado encaminado a avanzar en dos frentes: primero, ha 
enfatizado la importancia de incluir a las mujeres en los mercados laborales respetando 
sus derechos sexuales y reproductivos, incluido el derecho a ser madre sin temor a la dis-
criminación; y segundo, ha resaltado la urgencia de generar condiciones institucionales 
que permitan una reducción de los costos que asumen los empleadores cuando tienen que 
pagar las licencias de maternidad, a fin de disminuir el efecto discriminatorio que estas 
pueden generar para las mujeres trabajadoras.

Merece defenderse la agenda de equidad de género, de la cual se deriva que los hom-
bres y las mujeres deben ser tratados como sujetos sustantivamente comparables, con ca-
pacidades y potencialidades similares. Una de sus instancias más importantes, la paridad 
en el empleo, amerita eliminar los costos institucionales y económicos que crean un in-
centivo para que los empleadores contraten hombres en lugar de mujeres trabajadoras. 
Efectivamente, el embarazo es hasta ahora una condición que por naturaleza deben asumir 

3 La OIT ha adoptado otros dos convenios sobre maternidad que extienden los derechos reconocidos en el 
Convenio 3: los convenios 103 de 1952 y 183 de 2000, que no han sido ratificados por Colombia (OIT, 2010).
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las mujeres, pero los costos de diversa índole que él genera y la crianza de los niños no de-
berían ser asumidos exclusivamente por ellas, sino compartidos con sus parejas. Argumen-
tamos que las mujeres y los hombres, sin distinción de edad, orientación sexual ni estatus 
parental o marital, deberían asumir las mismas cargas en lo que se refiere al cuidado de 
niños, parientes, familiares y ancianos, y todos deberían estar en la posibilidad de recibir 
beneficios especiales para el cuidado de personas cercanas4.

En particular, en el evento del nacimiento de un bebé, la presencia y el aporte de 
cuidado de ambos padres es importante para el recién nacido y el núcleo familiar, en 
consecuencia, porciones similares de licencia remunerada deberían ser reconocidas para 
ambos padres. De lo contrario los empleadores pueden verse motivados a compensar el 
costo extra asociado a la mano de obra femenina no contratando mujeres, engancharlas 
menos, terminar sus contratos con mayor frecuencia que los de los hombres, o reducir los 
salarios que les pagan.

Mantener las diferencias culturales e institucionales que existen actualmente entre 
los hombres y las mujeres frente a las responsabilidades de cuidado implica que las muje-
res subsidian a través de empleo de menor calidad, o menores ingresos, la crianza de hijos 
sobre los cuales se estructura el futuro de nuestras sociedades. La promoción de cambios 
sociales incrementales que incluyan pedagogía desde la infancia y la juventud sobre la 
importancia de distribuir equitativamente las cargas del cuidado del hogar y promover 
su disfrute a través del reconocimiento de licencias de paternidad nos movería hacia una 
verdadera igualdad entre hombres y mujeres.

Cuestiones similares a estas han interesado a investigadores como Espino y Salvador 
(2014), quienes cuantificaron los costos directos de la licencia pagada de maternidad en 
Colombia usando información de la encuesta de hogares en 2012 y teniendo en cuenta 
la legislación laboral vigente. Las investigadoras encontraron que el sobrecosto anual 
por proveer licencia pagada de maternidad es 6,7% del salario anual de la trabajadora5, 
porcentaje que se deriva directamente del pago de la seguridad social de la trabajadora 
en licencia de maternidad y la contratación de un trabajador que la reemplace durante ese 
período. A dicho sobrecosto debe sumarse otro grupo de costos conexos que son tradi-
cionalmente asumidos por los empleadores y que estos autores no tienen en cuenta. Estos 
están relacionados con los ajustes necesarios que genera para la empresa la ausencia de 
la trabajadora en licencia, entre ellos la convocatoria de un trabajador de reemplazo, la 
selección del reemplazo adecuado, quizá incluso la pérdida de productividad durante el 
período de entrenamiento y ajuste, o durante todo el período de licencia si el trabajador 
de reemplazo no es tan productivo como lo era la trabajadora en licencia. Desafortuna-
damente, obtener una medida de estos costos es complicado, dada la falta de datos apro-
piados para calcularlos.

4 Aparte de los beneficios de licencia de maternidad, muchos países reconocen el derecho a la licencia de pa-
ternidad para atender emergencias o enfermedades de larga duración sin temor a perder el trabajo o el salario 
durante dichos períodos.
5 Espino y Salvador utilizan la Gran encuesta integrada de hogares y la Encuesta nacional de calidad de vida, 
ambas realizadas a los hogares, la primera de ellas mensual y la segunda anual, administradas por el Departa-
mento Administrativo Nacional de Estadística (DANE).
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En todo caso, los factores listados muestran el efecto diferencial que sobre la em-
pleabilidad de las mujeres pueden tener la maternidad y la legislación diseñada para pro-
tegerla. Por estas razones es importante estudiar las consecuencias que este tipo de inter-
vención regulatoria tiene sobre las diferencias de género en el mercado laboral, las cuales 
no han sido completamente analizadas. Esta investigación busca determinar el efecto que 
generó sobre el mercado laboral de las mujeres la última modificación a la legislación 
sobre protección a la maternidad en Colombia a través de la Ley 1468 de 2011 (la cual ex-
tendió la licencia de maternidad de doce a catorce semanas), a fin de ayudar a identificar 
algunos de los determinantes del empleo y desempleo femenino en Colombia y, además, 
servir como punto de referencia para comparar las consecuencias de medidas similares 
en mercados laborales de países con contextos económicos e institucionales semejantes. 

Específicamente, este análisis evalúa el efecto diferencial de la legislación sobre 
mujeres con diferentes niveles de fertilidad debido a sus edades; esto es, compara mujeres 
entre 18 y 30 años, con las que tienen entre 40 y 55 años. Los dos grupos tienen tasas de 
fertilidad diferentes (alta en el primero y baja en el segundo), por lo cual planteamos la 
hipótesis de que la Ley 1468 posiblemente afecta a las mujeres en el grupo de tratamiento 
(18 a 30 años), pero no a las pertenecientes al grupo de comparación (40 a 55 años), quie-
nes ya han pasado su pico de fertilidad. Para realizar dicha evaluación se usó el método 
de diferencias en diferencias. Los resultados muestran que las mujeres en el pico de edad 
reproductiva experimentan peores resultados laborales que los observados en las del gru-
po de baja fertilidad, pues tienen más probabilidad de estar en inactividad, informalidad 
y autoempleo —después de 2011— con relación a las mujeres del grupo de comparación. 

Estos efectos laborales adversos para las mujeres en edades de alta fertilidad ponen de 
manifiesto que, en algunos casos, las protecciones jurídicas imponen costos a quienes se in-
tenta beneficiar. Por consiguiente, la ley debe estar atada a otras regulaciones que prevengan 
que los empleadores excluyan al grupo beneficiado por una ley —en este caso el grupo de 
las mujeres en edades fértiles— del mercado de trabajo. Nuestras principales recomenda-
ciones son: socializar el pago de la seguridad social del trabajador en licencia, que es ahora 
asumido por el empleador, e impulsar el diseño de una política pública de licencia de pater-
nidad que pueda ser disfrutada por los dos padres en igual o muy similares proporciones.

1. 	 Literatura relacionada

La mayoría de países industrializados y en vías de industrialización cuenta con alguna 
modalidad de licencia de maternidad que permite a las trabajadoras ausentarse del tra-
bajo luego del parto, pero son considerables las diferencias entre ellos en términos de la 
extensión del período protegido contra el despido, la duración de la licencia posparto y el 
sistema de pago de dichas licencias (OIT, 2010). La amplia variación entre las naciones 
dificulta la comparación de resultados cuando se trata de medir el efecto de la protección 
a la maternidad sobre la vinculación al trabajo de las mujeres, por países6. Por esta razón, 

6 Sin duda, los costos asociados a la maternidad varían sustancialmente cuando se tienen en cuenta diversas po-
sibilidades de combinación de los factores que se protegen en estos regímenes. Considérense los siguientes dos 
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la comparación del caso colombiano con países de contextos institucionales distintos 
debe hacerse con cautela y tener en cuenta las diferencias en los regímenes de protección.

Entre las investigaciones que han evaluado las consecuencias de la licencia de ma-
ternidad en el mercado laboral, la de Lai y Masters (2005) revisa el efecto de introducir 
licencias de maternidad obligatorias en el mercado de trabajo en Taiwán y concluye que, 
a corto plazo, este mecanismo empeora la situación económica de las mujeres porque re-
duce sus posibilidades de estar empleadas y genera una reducción en sus salarios. Por su 
parte, Gruber (1994), estudió los efectos en el mercado de trabajo de algunas provisiones 
que obligaron la inclusión de licencias de maternidad en los planes de salud en algunos 
estados de Estados Unidos. Él encontró que las mujeres experimentaron un descenso sig-
nificativo en sus salarios, pero sin cambio en los niveles de empleo. Más recientemente, 
otra línea de investigación interesada en estudiar la relación entre la oferta de empleo 
femenino y políticas laborales amigables a la familia halló que entre el 28% y el 29% 
del descenso en la participación laboral de las mujeres en Estados Unidos —comparado 
con otros países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE)— está relacionado con la ausencia, en ese país, de políticas amigables a la fami-
lia, incluyendo licencias parentales y trabajos de tiempo parcial, con relación a los otros 
países de la OCDE (Blau y Kahn, 2013).

La investigación en el contexto colombiano, aunque todavía escasa, sugiere que hay 
conexión entre los costos de la maternidad y, por una parte, la penalidad salarial que afec-
ta a las mujeres y, por otra, la menor tasa de participación laboral femenina. Así, estudios 
publicados en los años setenta y noventa buscaron determinar la influencia que tenían 
los altos costos laborales causados por la licencia de maternidad sobre la participación 
femenina en la fuerza de trabajo. Estas investigaciones concluyeron que, en efecto, parte 
de la baja participación de la población trabajadora podía explicarse como consecuencia 
del sobrecosto para las empresas generado por la ausencia de las trabajadoras luego del 
parto (Junguito et al., 1970; Forero et al., 1991).

Debe notarse, en todo caso, que durante algunos de los períodos analizados por estos 
investigadores el país no contaba con un sistema de seguridad social en salud. Sin em-
bargo, a partir de 1975 los costos directos de la maternidad pasaron de ser asumidos úni-
camente por los empleadores, a ser compartidos por los empleadores y los trabajadores 
mediante las contribuciones realizadas por ambos al sistema de seguro. La investigación 
de Molinos (2012) evaluó el efecto de una sentencia (C-470 de 1997) de la Corte Cons-
titucional colombiana sobre la participación femenina en el trabajo. En ella la Corte fijó 
el contenido del artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo, estableció la invalidez 

ejemplos: en el primer caso, la trabajadora tiene derecho a una licencia de maternidad no remunerada por un pe-
ríodo de doce semanas, pero para aprovecharla debe cumplir el requerimiento de haber trabajado al menos 1.250 
horas durante el año previo con el empleador actual, y por su parte, este solo está obligado a conceder licencia 
de maternidad no remunerada cuando su empresa tiene cincuenta o más empleados; este es el caso en Estados 
Unidos según los requisitos establecidos en el Family and Medical Leave Act de 1993. En el segundo caso, la 
empleada tiene derecho a una licencia remunerada de maternidad pagada por un sistema de seguro durante un 
período de catorce semanas, no está obligada a cumplir un período mínimo de servicio (si ha cotizado con el 
sistema de seguro durante todo el embarazo) y el empleador está obligado a pagar la licencia de maternidad si 
ella no está afiliada a un sistema de seguro, sin importar el número de trabajadores en la empresa; el segundo es 
el caso colombiano con base en las leyes vigentes a partir de marzo de 2015.
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del despido durante el período que comprende el embarazo y la licencia de maternidad y 
ordenó que en el futuro cualquier trabajadora despedida durante ese período fuera rein-
tegrada al trabajo. Utilizando datos de la Encuesta nacional de hogares para el segundo 
trimestre de 1996, 1998 y 2000, Molinos encontró que la participación laboral femenina 
se redujo, especialmente para mujeres entre 15 y 29 años de edad.

Un segmento importante de la investigación se ha dedicado a estudiar las implica-
ciones de la licencia de maternidad en los resultados de las mujeres en el mercado laboral 
y para ello ha evaluado su efecto a través de las probabilidades de retorno al trabajo y sus 
salarios después del parto. Por su parte, los estudios realizados con información de países 
de Europa del Este y América del Norte han producido resultados ambivalentes; en lo que 
respecta a los salarios con posterioridad al parto, algunos han evidenciado que la licencia 
de maternidad reduce los salarios de las mujeres (Schönberg y Ludsteck, 2007; Ruhm, 
1998), otros encuentran un incremento en salarios (Rossin-Slater et al., 2013), mientras 
que otros no han encontrado ningún efecto (Baum, 2003; Baker y Milligan, 2008; Has-
himoto et al., 2004).

Al revisar el retorno al trabajo luego del parto varios estudios han encontrado que 
es más probable el retorno de las mujeres al empleo bien sea con el mismo empleador o 
con otro, si cuentan con una licencia de maternidad (Ruhm, 1998; Baum, 2003; Baker y 
Milligan, 2008; Rossin-Slater et al., 2013), pero otras investigaciones han hallado solo 
un efecto modesto o nulo sobre el empleo (Baum, 2003; Hashimoto et al., 2004). Final-
mente, en el contexto de la Unión Europea, los investigadores han encontrado que las 
políticas públicas que extienden la licencia de maternidad posparto a los padres, y que 
proveen servicios de cuidado para la infancia temprana, contribuyen a incrementar la 
participación laboral femenina (porque relevan a la madre de asumir por completo las res-
ponsabilidades de la crianza), al igual que reducen la brecha salarial (Kamerman, 2000).

Una vertiente de investigación más concentrada en la influencia de los estereotipos 
sociales busca esclarecer el efecto de los prejuicios que rodean a la maternidad y si a 
ella se asocia una sanción social. Además, intentan determinar si los empleadores dis-
criminan a las trabajadoras en el momento de la contratación y están menos dispuestos a 
contratarlas a causa de sus creencias asociadas a la maternidad, o, si por la misma causa, 
existe algún tipo de sanción salarial que afecta sus ingresos. Cuddy, Fiske y Glick (2004) 
mostraron que describir a una consultora como “madre” llevaba a los evaluadores a ca-
lificarla de menos competente para el trabajo en comparación con la misma candidata 
descrita como “mujer sin hijos”. Asimismo, otros análisis han revelado que las gerentes 
visiblemente embarazadas son consideradas menos comprometidas con su trabajo, menos 
confiables y con menores aptitudes de liderazgo, pero más cálidas, más emocionales e 
irracionales que otras igualmente talentosas pero no visiblemente embarazadas (Halpert, 
Wilson y Hickman, 1993; Corse, 1990).

En su investigación Correll y Bernard (2007) pusieron a prueba la existencia de una 
“sanción por maternidad” que, de existir, pudiera afectar los salarios y las evaluaciones de 
desempeño de las mujeres. De acuerdo con su hipótesis, tal penalidad podría ocurrir porque 
las ideas culturales que nos hacemos de la maternidad están en tensión con las del “traba-
jador ideal”. Esta tensión puede desencadenar un efecto inconsciente en los evaluadores, 
quienes estarían tentados a calificar a las madres como menos competentes y menos com-
prometidas con su trabajo. En las dos partes del estudio realizado por Correll y Bernard (el 
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experimento y la auditoría), los participantes evaluaron los materiales de postulación para 
un trabajo de pares de candidatos del mismo sexo e igualmente calificados para la posición, 
con la única diferencia de su estatus parental7. Se encontró que las madres fueron castigadas 
por su supuesta incompetencia para el trabajo: en comparación con las no madres, se las 
calificó como personas de compromiso inferior con su desarrollo profesional, lo que llevó a 
los evaluadores a recomendar salarios iniciales más bajos que los sugeridos para las muje-
res no madres. Asimismo, las mujeres madres fueron calificadas significativamente menos 
aptas para ser promovidas a puestos de mayor poder y por lo tanto fueron menos recomen-
dadas para cargos directivos. En contraste los hombres, no solo no fueron sancionados, sino 
que en ocasiones se beneficiaron de su condición de padres; así, los hombres padres fueron 
percibidos como más comprometidos con sus trabajos que los no padres, y se les ofreció un 
salario de entrada significativamente más alto que el ofrecido a los hombres que no lo eran.

En el contexto colombiano, la investigación ha establecido relación entre la materni-
dad y una penalidad salarial que afecta a las mujeres madres (Olarte y Peña, 2010; Badel 
y Peña, 2010), así como tasas de desempleo y subempleo más altas para ellas (Peña-Parga 
y Glassman, 2004; Peña et al., 2013). Se ha sugerido, por ejemplo, que los costos globales 
de contratación de mujeres —a causa de la eventualidad de la maternidad— son más altos 
que los de contratación de los hombres, lo cual puede explicar una mayor disposición de 
los empleadores a contratar hombres y por consiguiente una mayor tasa de participación 
masculina en la economía formal. En efecto, mientras que los costos salariales del em-
pleado en licencia son cubiertos por el sistema de seguridad social, los costos mensuales 
de seguridad social del trabajador de reemplazo son asumidos por el empleador, lo cual 
genera un “pago doble” del empleador al sistema de seguro: por una parte, paga los apor-
tes del trabajador en licencia, y por otro, los aportes del trabajador de reemplazo8.

Pero el incremento en el costo “global” de contratación de mujeres frente a hombres 
no se reduce únicamente a costos directos; por el contrario, y con base en la literatura 
existente, consideramos que existen al menos tres factores que podrían generar sobre-
costos a quien emplea mujeres: en primer lugar, costos “organizacionales” relacionados 
con la búsqueda y el entrenamiento del trabajador de reemplazo y la posible pérdida de 
productividad de la empresa durante el período de ajuste; en segundo lugar estarían los 
costos psíquicos que impone el prejuicio de los empleadores con respecto a la materni-
dad, a causa de los cuales estos suelen considerar que las mujeres, a diferencia de los 
hombres, enfrentan un conflicto entre los compromisos con el trabajo y las responsabili-
dades familiares, lo que las haría potencialmente menos productivas9; en tercer lugar, un 

7 Para dar a entender el estatus parental del candidato, se indicaba que él o ella pertenecían a la junta de padres 
de una institución educativa.
8 En Colombia los pagos mensuales al sistema de seguridad social en salud son el 12,5% del salario mensual 
devengado por el empleado; de este monto, el empleador cubre 8,5% y el empleado el 4% restante. En los casos 
en que el empleador paga por la trabajadora en licencia y el trabajador de reemplazo, el empleador pagaría un 
8,5% extra mensual.
9 Este sobrecosto está relacionado con un “gusto por la discriminación” o en inglés a taste for discrimination 
de acuerdo con Becker (1971). Según su explicación, si un empleador tiene prejuicios en contra de un grupo de 
personas, el valor que efectivamente paga por contratar miembros de ese grupo no se reduce al salario, sino que 
a él se suma la intensidad de su ánimo discriminatorio. El valor no es, entonces, solo económico, sino también 
psicológico para el empleador.
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costo relacionado con la disminución de la capacidad de despido que generan las normas 
de protección a la maternidad.

Dado que este esquema de protección cubre un período de aproximadamente doce 
meses y medio de duración (nueve de embarazo y tres y medio de licencia), durante ese 
lapso la capacidad de terminación de los contratos laborales por parte de los empleadores 
se reduce10, debido a que no podrían recurrir a este mecanismo para reaccionar a shocks 
en la demanda del producto o servicio ofrecido por la empresa. A esto se suma que el 
despido de una trabajadora en embarazo debe ser autorizado por un inspector de trabajo, 
lo cual aumenta los costos administrativos del procedimiento en comparación con el des-
pido de un trabajador hombre. La suma de estos costos resultaría en una demanda más 
baja de mano de obra femenina en el mercado laboral formal (Ramírez, 2008).

Otros estudios muestran que a causa de dichos sobrecostos y el agravante de una 
restringida oferta de cuidado para la primera infancia y los adultos mayores, las mujeres 
participan más en la economía informal y son más afectadas que los hombres por el des-
empleo estructural, pese a que en promedio cuentan con mayores años de educación que 
ellos (Peña-Parga y Glassman, 2004).

2. 	 Historia de la legislación en Colombia

La Convención 3 de la OIT fue el primer impulso hacia la globalización de la protección 
de la maternidad en contextos laborales industriales y comerciales. El acuerdo establecía 
unos beneficios para las trabajadoras que permanecieran en el trabajo durante el embara-
zo, como el del derecho a no trabajar durante las seis semanas anteriores al parto y una 
licencia de maternidad de seis semanas después del alumbramiento, así como el pago 
de beneficios durante todo el período de ausencia a través de un sistema de seguro o de 
recursos estatales. Estos beneficios fueron incorporados a la legislación colombiana en 
193111 y luego modificados a través de la Ley 53 de 1938, que sentó los fundamentos de 
la protección vigente en la actualidad en nuestras normas laborales. A partir de 1938 es 
posible identificar en la legislación nacional un interés por proteger a las trabajadoras del 
tratamiento adverso que el embarazo puede generar en sus vidas laborales; puntualmen-
te, la incorporación en la ley de la presunción de que el despido ha ocurrido a causa del 
embarazo cuando este se produce durante el período protegido y sin la autorización de un 
inspector de trabajo, es una protección que reduce el poder de despido de los empleado-
res y lo somete a un procedimiento que busca proteger la estabilidad en el empleo de las 
trabajadoras y su derecho a no ser discriminadas a causa de su estado.

Sin duda, el reconocimiento de que existe una cierta vulnerabilidad de las mujeres 
trabajadoras debida al trato discriminatorio de los empleadores a causa del embarazo ha 

10 El poder de despido se reduce, pero no es inexistente durante el período protegido, pues procede cuando existe 
una justa causa para la terminación del contrato de trabajo y esta sea verificada por un inspector de trabajo. De 
acuerdo con la ley laboral, son justas causas de despido, por ejemplo, actos graves de violencia o indisciplina de 
parte del trabajador, que este revele secretos técnicos o comerciales de la empresa, o un deficiente rendimiento 
laboral.
11 La Ley 129 de 1931 ratificó el Convenio 3 de la OIT.
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generado un interés especial en distintas organizaciones internacionales por crear un sis-
tema regulatorio que efectivamente las proteja en las relaciones laborales. Por esta razón, 
varios tratados internacionales y convenciones ratificadas por Colombia, entre los cuales 
se cuentan la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos y Sociales, la Convención sobre la Eliminación de Todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer y el Convenio 111 de la OIT sobre discrimina-
ción en el empleo, tienen el interés de proteger el derecho de las mujeres a ser madres, al 
tiempo que intentan reducir las posibilidades de que sean sometidas a un trato adverso a 
causa del embarazo. Estos compromisos internacionales se traducen, en el derecho inter-
no, entre otros, en el artículo 43 de la Constitución, que establece la igualdad de derechos 
y oportunidades para los hombres y las mujeres, la prohibición de cualquier forma de dis-
criminación contra las mujeres y el deber del Estado de proveer una protección especial a 
las mujeres “durante el embarazo y después del parto”.

Derivados de estas protecciones, los desarrollos legislativos y jurisprudenciales so-
bre la protección a la maternidad han sido considerables. En el frente legislativo, la ten-
dencia general ha sido la de extender la duración de la licencia de maternidad, mientras 
que en el judicial la Corte Constitucional ha fortalecido la protección contra el despido 
durante el embarazo y la licencia garantizando efectivamente los derechos de las trabaja-
doras en embarazo a servicios sociales básicos y protecciones contra la discriminación, y 
finalmente, se ha esforzado por ampliar el espectro de trabajadoras beneficiarias de esta 
protección (Ramírez, 2008). 

En la actualidad, el régimen laboral colombiano incluye dentro del sistema general 
de seguridad social un paquete de protección para las trabajadoras en embarazo que com-
prende los siguientes beneficios: 1) la prohibición de despedir a la trabajadora a causa 
del embarazo durante el período de embarazo y licencia posparto12; 2) una licencia remu-
nerada de maternidad de catorce semanas, y 3) luego de la terminación de la licencia, el 
reintegro a su puesto de trabajo, así como 4) dos descansos de treinta minutos cada uno 
durante la jornada laboral en los primeros seis meses de vida del hijo para facilitar el ama-
mantamiento. El pago de la licencia de maternidad se hace por medio del sistema de se-
guridad social al cual la trabajadora esté afiliada a partir de las contribuciones realizadas 
por el trabajador y su empleador durante la vigencia del contrato laboral. En contraste con 
este paquete de protección, los hombres tienen exclusivamente una licencia remunerada 
de paternidad de ocho días de duración luego del nacimiento del hijo.

Aunque la regla general era que las protecciones antedichas únicamente beneficia-
rían a las trabajadoras vinculadas a un empleador mediante un contrato laboral a término 
indefinido, parte de la labor expansiva de la Corte Constitucional se ha producido como 
una respuesta a conductas discriminatorias en los procesos de contratación. En efecto, 
la Corte encontró que la contratación de mujeres selectivamente a través de contratos de 
corta duración estaba siendo utilizada por los empleadores para eludir la protección a la 
maternidad, razón por la cual a partir de 1997 extendió una protección similar para las 
trabajadoras vinculadas a través de contratos a término fijo.

12 Pese a esta protección, una trabajadora en embarazo puede ser despedida si un inspector de trabajo verifica la 
existencia de una justa causa para el despido.
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En resumen, la jurisprudencia de la Corte Constitucional colombiana evidencia un 
esfuerzo continuo por proteger los derechos al trabajo, a la igualdad y a la no discrimi-
nación de las trabajadoras en embarazo y, para hacerlo con eficacia, ha armonizado los 
derechos a la libertad de contratación con la protección especial del embarazo bajo la 
Constitución y la ley laboral, lo cual tiene como corolario una reducción al poder patronal 
de despido.

3. Datos

La fuente de información para este estudio es la Gran encuesta integrada de hogares 
(GEIH) que constituye la principal fuente de información sobre el mercado de trabajo en 
Colombia pues provee datos sobre el tamaño y la estructura del mercado laboral, carac-
terísticas de los hogares, al igual que individuales como edad, género, nivel de educación 
y estatus marital, entre otras. El período de nuestro estudio comprende desde junio de 
2009 hasta junio de 2011 (prelegislación) y entre julio de 2011 y septiembre de 2013 
(poslegislación).

La población estudiada consta de encuestados en las trece áreas metropolitanas cu-
biertas por la GEIH13. Nuestra base de datos para el período elegido cuenta con infor-
mación de 1.775.007 individuos de ambos sexos. Cuando se restringe la muestra a las 
mujeres, el número total se reduce a 947.844, y este a su vez a 411.724 cuando el criterio 
de selección son las cohortes de edad correspondientes a las mujeres en los grupos de 
tratamiento (18 a 30 años) y de comparación (40 a 55 años). La selección de dos grupos 
específicos de individuos busca separar los efectos del incremento de la licencia de ma-
ternidad en el grupo de tratamiento, es decir, el de mujeres en edades de alta fertilidad.

En el Cuadro 9.1 mostramos que la mayoría de la población desempleada pertenece 
al grupo de mujeres de alta fertilidad (72%), mientras que en la empleada la mayoría de 
los trabajadores informales o que recurren al autoempleo pertenecen al grupo de baja 
fertilidad (56% y 65%, respectivamente). A esto se suma que el porcentaje de inactividad 
es más alto para las mujeres de alta fertilidad (55%).

En el Cuadro 9.2 se resumen las características de las mujeres en los grupos de trata-
miento y de comparación, según su participación en el mercado laboral. Las mujeres del 
grupo de alta fertilidad que hacen parte de la fuerza de trabajo tienen un nivel educativo 
superior a educación primaria en una proporción mayor que las mujeres inactivas del mis-
mo grupo; por esta razón consideramos importante controlar la variable educación, dado 
que es razonable pensar que la educación estimula y facilita la participación activa en el 
mercado de trabajo. Por su parte, las mujeres en el grupo de baja fertilidad que estaban 
inactivas reportaron que vivían con un compañero, en mayor proporción que las mujeres 
en la fuerza de trabajo. Finalmente, las mujeres entre 18 y 30 años que estaban inactivas 
vivían, en mayor proporción, en hogares con niños menores de 12 años que las mujeres de 
la misma edad pero que sí estaban en el mercado de trabajo. En suma, puede inferirse que 

13 Las trece áreas metropolitanas son: Barranquilla, Bogotá, Bucaramanga, Medellín, Cali, Cartagena, Cúcuta, 
Ibagué, Manizales, Montería, Pasto, Pereira y Villavicencio.
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Cuadro 9.1		
Distribución de variables del mercado laboral entre los grupos de tratamiento  
y de comparación, 2009 - 2013		
(porcentaje)	
								      

De 18 a 30 años De 40 a 55 años 

Población económicamente activa 50,91 49,09

Ocupados 46,53 53,47

Informal 44,07 55,93

Autoempleados 34,34 65,66

Desempleados 72,34 27,66

Población económicamente inactiva 54,79 45,21

Por falta de búsqueda de empleo 31,52 68,48

Fuente: DANE; cálculos de las autoras. 	

Cuadro 9.2							     
Características de los grupos de tratamiento y de comparación para población 
económicamente activa e inactiva. Período 2009 - 2013					   
(porcentaje)	
								      

Inactivos Activos 

Grupos de edad: 18 - 30 años 40 - 55 años 18 - 30 años 40 - 55 años
Educación

Ninguna 3,95 9,4 0,51 3,95 
Básica primaria 10,7 36,94 7,21 27,89 
Básica secundaria 78,85 45,05 69,09 41,8 
Educación superior 6,51 8,6 23,22 26,36 

Estrato socioeconómico
1 30,12 21,59 23,52 19,95 
2 36,37 38,16 40,02 36,55 
3 23,05 29,65 27,1 29,48 
4 6,7 6,96 6,26 8,74 
5 2,57 2,37 2,1 3,38 
6 1,18 1,28 1 1,9 

Convivencia en pareja
No vive con pareja 54,03 29,28 62,43 46,38 
Vive con pareja 45,97 70,72 37,57 53,62 

Número de niños 
Ninguno 35,69 54,05 37,33 56,44 
Uno o dos niños 52,99 40,81 53,72 39,61 
Tres o más niños 11,33 5,14 8,95 3,95 

Fuente: DANE; cálculos de las autoras.
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la inactividad entre las mujeres en el grupo de 18 a 30 años es parcialmente explicada por 
sus características individuales (usadas como control en este estudio), y que son menos 
valoradas por el mercado de trabajo.

4. Metodología empírica

La legislación sobre la licencia de maternidad debe repercutir principalmente sobre las 
mujeres en edades de alta fertilidad, más que sobre las de edades de baja fertilidad, pues 
existe la percepción social generalizada de que una mujer cuya edad esté asociada con 
alta fertilidad quedará embarazada en el corto plazo, y los empleadores tendrán en cuenta 
esa percepción al calcular el valor esperado de contratar a una mujer de esa edad.

Por lo tanto, en nuestra estrategia empírica consideramos que al grupo de tratamien-
to (es decir, afectado por la legislación) pertenecen las mujeres cuya edad está entre los 
18 y los 30 años, y al grupo de comparación (es decir, al que no afecta la legislación) 
pertenecen las mujeres cuya edad está entre los 40 y los 55 años. Para estimar el efecto de 
un incremento en el período de licencia de maternidad sobre los resultados del mercado 
laboral comparamos las diferencias en resultados entre los grupos de tratamiento y de 
comparación en el período después de la legislación con aquellas en el período anterior 
a la legislación.

El Cuadro 9.3 reporta las tasas promedio de fertilidad para los grupos de tratamiento 
y de comparación, según información del DANE. Durante el período analizado (2009 a 
2013), la tasa promedio de fertilidad del grupo de tratamiento fue 11,5%, mientras que la 
del grupo de comparación fue 1,2%. Esta diferencia permite tener dos grupos compara-
bles, uno de los cuales es afectado por los cambios en la legislación14.

14 Los resultados de nuestro modelo empírico son robustos a cambios en la definición del grupo de alta fertilidad; 
por ejemplo, los resultados no cambian cuando el grupo de comparación está compuesto por mujeres en edades 
de 25 a 30 años, o de 25 a 35 años.

Cuadro 9.3
Tasas de fertilidad por edad
(porcentaje)			 
			 

Periodo
Grupos de edad 

Tasa global
20 - 24 años 25 - 29 años 30 - 34 años 35 - 39 años 40 - 44 años 45 - 49 años

1985 - 1990 0,17 0,15 0,12 0,08 0,03 0 3,34 
1990 - 1995 0,16 0,14 0,11 0,07 0,03 0 3,14 
1995 - 2000 0,15 0,13 0,1 0,06 0,02 0 2,86 
2000 - 2005 0,14 0,12 0,09 0,05 0,02 0 2,6 
2005 - 2010 0,13 0,11 0,08 0,05 0,02 0,01 2,45 
2010 - 2015 0,12 0,11 0,08 0,05 0,02 0,01 2,35 
Promedio 
2005 - 2015 0,12 0,11 0,08 0,05 0,02 0,01 2,4 

Fuente: DANE, cálculos de las autoras.
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Proponemos el siguiente modelo empírico:

yi = γ0 + γ1 tratadoi + γ2ley2011 + γ3tratado * ley2011 + ΓXi + θt + εi

Donde yi son variables tales como inactividad laboral, desempleo e informalidad; 
tratadoi es una variable dummy que toma el valor de 1 si la mujer tiene entre 18 y 30 años, 
y 0 si tiene entre 40 y 55 años; ley2011 es una variable que toma el valor de 1 para todos 
los meses a partir de julio de 2011, cuando el cambio en la legislación sobre protección 
a la maternidad entró en rigor, y 0 para los meses anteriores (esta dummy busca aislar los 
choques comunes que afectan los resultados laborales de las mujeres tanto de alta como 
de baja fertilidad a partir de julio de 2011).

Las diferencias observadas en las decisiones de participación y empleo entre las mu-
jeres de los dos grupos pueden deberse a diferencias en sus características. Por lo tanto, 
incluimos variables que nos permiten controlar por las características observables de las 
mujeres. El vector de variables de control, Xi, incluye edad, edad al cuadrado, tres varia-
bles indicadoras (si su nivel de educación es mayor que bachillerato, si vive con pareja, si 
es jefe de hogar), el número de niños en el hogar, el número total de miembros del hogar, 
y el estrato de la casa según el recibo de energía. También controlamos por efectos fijos 
de año, mes y ciudad de residencia. Es posible que los choques estacionales afecten a los 
trabajadores jóvenes de manera diferente que a los trabajadores mayores; para aislar este 
posible efecto incluimos una interacción entre el indicador de mes y el de pertenecer al 
grupo de tratamiento (tratado). Todas las estimaciones están ponderadas por el porcentaje 
de residentes de la ciudad que tienen entre 18 y 65 años en cada año.

El coeficiente de interés es γ3, que indica si el cambio en legislación afectó de for-
ma diferencial a las mujeres en el grupo de tratamiento. Las ecuaciones se estiman con 
regresiones probit, excepto para la ecuación de salarios que se estima usando mínimos 
cuadrados ordinarios.

5. 	 Resultados

A continuación se reportan los resultados de los efectos marginales estimados para muje-
res del grupo de tratamiento suponiendo que vivían en Bogotá y que, según los promedios 
de la muestra, su edad es de 23,9 años, viven en un hogar compuesto por 4,5 miembros y 
1,1 niños, y su estrato socio-económico es de 2,3. Los efectos marginales fueron estima-
dos en distintos escenarios descritos por la combinación de tres variables dicótomas: si 
viven en pareja o no, si son jefes de hogar o no, y su nivel educativo, que se define como 
alto o bajo de acuerdo con los años de educación alcanzados (se considera que el indivi-
duo cuenta con alto nivel educativo si tiene once años de educación o más).

El Cuadro 9.4, columna 1, muestra que la probabilidad de inactividad aumenta signi-
ficativamente para mujeres en el grupo de alta fertilidad en comparación con las del grupo 
de baja fertilidad una vez entró en vigencia la ley que extiende la licencia de maternidad15. 

15 La variable de inactividad es una dummy que toma el valor de uno si la persona indicó que no está en la fuerza 
laboral y cero para cualquier otra alternativa. 
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En general, al mantener todo lo demás constante, el incremento en la probabilidad de 
inactividad es más alta para mujeres: 1) con bajos niveles de educación; 2) que viven en 
pareja; 3) que no son jefes de hogar. Estos resultados son consistentes con nuestra hipó-
tesis de que con la nueva ley los empleadores están menos dispuestos a contratar mujeres 
en edades de alta fertilidad. Ante esta situación, las mujeres en edades entre 18 y 30 años 
racionalmente deciden no participar en el mercado laboral ante la dificultad de encontrar 
trabajo; de esta manera, la probabilidad de ser inactivas aumenta, aunque estén dispuestas 
a trabajar. 

Los resultados para desempleo, en la columna 2, no son significativos, por tanto no 
encontramos evidencia de que el desempleo de mujeres en edades de alta fertilidad se vea 
afectado por la ley. La columna 3 indica que la probabilidad de informalidad aumenta 
en el grupo de alta fertilidad, con relación a las mujeres del grupo de baja fertilidad, a 
partir del momento en que entra en vigencia la ley16; este resultado puede deberse a que 

16 Clasificamos como informales a las mujeres que no satisfacen alguna de estas dos condiciones: 1) estar afilia-
das o cotizar en seguridad social en salud, o 2) cotizar en un fondo de pensiones.

Cuadro 9.4			 
Efecto marginal de la Ley 1468 de 2011 en indicadores del mercado laboral para mujeres	
										        

Efecto Marginal (1) (2) (3) (4)
Nivel  

educativo
Vive en 
pareja Jefe de hogar Inactividad Desempleo Informalidad Autoempleo

Alto No No 0,007*** -0,004 0,008* 0,004*
(0,002) (0,003) (0,004) (0,002) 

Alto No Si 0,005*** -0,003 0,008* 0,005*
(0,001) (0,003) (0,004) (0,002) 

Alto Si No 0,009*** -0,004 0,008* 0,005*
(0,002) (0,003) (0,004) (0,003) 

Alto Si Si 0,008*** -0,003 0,008* 0,005*
(0,002) (0,003) (0,004) (0,003) 

Bajo No No 0,009*** -0,004 0,006* 0,005*
(0,002) (0,003) (0,003) (0,003) 

Bajo No Si 0,007*** -0,003 0,006* 0,006*
(0,002) (0,003) (0,003) (0,003) 

Bajo Si No 0,010*** -0,004 0,005* 0,006*
(0,003) (0,003) (0,002) (0,003) 

Bajo Si Si 0,009*** -0,003 0,005* 0,006*
(0,002) (0,003) (0,002) (0,004) 

Nota: los efectos marginales fueron estimados para mujeres del grupo de tratamiento cuyas medias muestrales refieren una edad de 
23,87 años, un hogar compuesto por 4,51 miembros y 1,07 niños, estrato socioeconómico de 2,27 y residentes en Bogotá en junio 
de 2012. Los efectos marginales fueron estimados en distintos escenarios descritos por la combinación de tres variables dummy: 
si viven en pareja o no, si son jefes de hogar o no, y su nivel educativo, que se define como alto o bajo de acuerdo a los años de 
educación alcanzados: se considera que el individuo cuenta con alto nivel educativo si tiene once años de educación o más.
*** Coeficientes significativos al 1%, ** coeficientes significativos al 5%, * coeficientes significativos al 10%.
Fuente: DANE; cálculos de las autoras.
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la ley es aplicable y ejecutable únicamente en el sector formal. También encontramos, en 
la columna 4, que la probabilidad de autoempleo aumenta para las mujeres entre 18 y 30 
años respecto de las mujeres entre 40 y 55 años, después del cambio en la legislación. El 
trabajo de Olarte y Peña (2010) revela que las ocupaciones de las mujeres que se reportan 
como autoempleadas en Colombia son de baja calidad, lo cual nos da un indicio de que 
las mujeres en el grupo de alta fertilidad son afectadas por la ley y forzadas a autoem-
plearse en trabajos de baja remuneración y baja calidad al margen de la ley17.

Como nuestra estrategia de identificación es comparar mujeres jóvenes con mujeres 
mayores, existe la posibilidad de que los resultados estén dados por cambios que se dieron 
en el ambiente económico e institucional y que afectaron a los trabajadores jóvenes con 
respecto a trabajadores mayores. Para descartar esta hipótesis, en el Cuadro 9.5 hacemos 
el mismo análisis pero comparando hombres de 18 a 30 años, con hombres de 40 a 55 
años. Los resultados de los efectos marginales no son significativos y tienen el signo 
opuesto al encontrado en el análisis de mujeres. La única excepción es el resultado para 
la probabilidad de informalidad, puesto que aumenta para hombres jóvenes con respecto 
a hombres mayores a partir del cambio en la Ley 146818.

17 Para probar que los resultados fueran robustos hicimos varias pruebas. La primera consistió en eliminar algu-
nos meses antes y después del momento en que se implementó la ley, con el objetivo de entender si el cambio 
en legislación se dio en un período en el que el ciclo del mercado laboral estaba en auge, o si los empleadores se 
ajustaron a la ley antes o después de implementarse; los resultados de estas pruebas son similares a los encon-
trados utilizando todo el período, lo cual reafirma las hipótesis. La segunda prueba consiste en hacer el mismo 
análisis para un período anterior a la ley para descartar que los resultados están dados por diferencias entre 
mujeres mayores y menores, pero no por la ley, sin embargo los resultados no son significativos para la mayoría 
de las variables. Estos resultados adicionales se encuentran en el documento de trabajo completo (Ramírez, 
Tribín y Vargas, 2015).
18 En otro ejercicio reportado en el documento de trabajo encontramos que aun cuando la probabilidad de estar 
en informalidad aumentó para los jóvenes en relación con personas mayores, las mujeres jóvenes tienen mayor 
probabilidad de estar en la informalidad después de julio de 2011 con respecto a los hombres jóvenes y se ven 
perjudicadas una vez implementada la ley, puesto que sus probabilidades de desempleo, informalidad y autoem-
pleo aumentan con respecto a las de los hombres jóvenes.
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Cuadro 9.5 
Efecto marginal de la Ley 1468 de 2011 en indicadores del mercado laboral para hombres	
										        

Efecto Marginal (1) (2) (3) (4)
Nivel  

educativo
Vive en 
pareja Jefe de hogar Inactividad Desempleo Informalidad Autoempleo

Alto No No -0,002 0,004 0,009** -0,001
(0,002) (0,003) (0,003) (0,002) 

Alto No Si -0,002 0,003 0,009** -0,001
(0,001) (0,002) (0,003) (0,002) 

Alto Si No -0,001 0,003 0,009** -0,001
(0,002) (0,002) (0,003) (0,002) 

Alto Si Si -0,001 0,002 0,008** -0,001
(0,002) (0,001) (0,003) (0,002) 

Bajo No No -0,002 0,004 0,007** -0,001
(0,002) (0,003) (0,003) (0,003) 

Bajo No Si -0,001 0,003 0,008** -0,001
(0,002) (0,002) (0,003) (0,003) 

Bajo Si No -0,001 0,003 0,008** -0,001
(0,003) (0,002) (0,003) (0,003) 

Bajo Si Si -0,001 0,002 0,009** -0,001
(0,002) (0,001) (0,003) (0,003) 

Nota: los efectos marginales fueron estimados para hombres del grupo de tratamiento cuyas medias muestrales refieren una edad de 
23,79 años, viven en un hogar compuesto por 4,48 miembros y 0,77 niños, estrato socioeconómico de 2,24 y residentes en Bogotá 
en junio de 2012. Los efectos marginales fueron estimados en distintos escenarios descritos por la combinación de tres variables 
dummy: si viven en pareja o no, si son jefes de hogar o no, y su nivel educativo, que se define como alto o bajo de acuerdo con los 
años de educación alcanzados: se considera que el individuo cuenta con alto nivel educativo si tiene once años de educación o más.
*** Coeficientes significativos al 1%, ** coeficientes significativos al 5%, * coeficientes significativos al 10%.
Fuente: DANE; cálculos de las autoras.

Los resultados de comparar hombres mayores con hombres jóvenes nos dan confian-
za de que los efectos encontrados para mujeres en edades de alta fertilidad con relación 
a las de baja fertilidad no se deben a diferencias en las cohortes, sino a la extensión de la 
licencia de maternidad. 

6. 	 Política pública

Nuestras propuestas de política pública se centran en redistribuir los costos asociados a 
la maternidad, que, como hemos señalado y es demostrado por otros estudios, hoy pesan 
únicamente sobre las mujeres, especialmente aquellas en edades más fértiles. Propone-
mos un conjunto de medidas legislativas y de política pública dirigidas a modificar las 
percepciones culturales de la maternidad y la crianza.

De acuerdo con investigadores como Folbre y Weisskopf (1998), Gornick y Me-
yers (2003) y England y Folbre (1999), consideramos que nuestras sociedades deberían 
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trabajar conjuntamente en el diseño de un nuevo pacto social que promueva un sentido 
de responsabilidad por el cuidado en todos los miembros de la sociedad. Esto requeriría 
tanto una ingeniería social que movilice el cambio social en los miembros de ella hacia el 
reconocimiento de los beneficios y la productividad económica de cuidar a los menores 
de manera compartida, como cambios institucionales que puedan facilitar que ambos pa-
dres compartan por igual las responsabilidades de cuidado. Más aún, siguiendo a Folbre 
y Weisskopf (1998), estamos de acuerdo en que es importante cuestionar quiénes pagan 
por el cuidado que se provee a los niños; según su análisis, dado que los cuidadores asu-
men los costos de “producción” de los menores mientras la sociedad como un todo se 
beneficia (al aprovechar el cuidado proveído casi exclusivamente por las mujeres), estos 
costos deberían ser socializados, lo cual puede alcanzarse expandiendo la red pública de 
apoyo al cuidado infantil. 

Hoy la entidad prestadora de salud (EPS) cubre los salarios de la trabajadora durante 
el período de licencia, pero el empleador debe asumir los pagos de seguridad social. Si 
se contrata un trabajador para reemplazar a la mujer durante la licencia, el empleador se 
ve obligado a hacer dos pagos de seguridad social: por la trabajadora en licencia y por 
el trabajador de reemplazo. Uno de los mecanismos que sugerimos para socializar parte 
de los costos de proveer la licencia es transferir el pago de la seguridad social de la tra-
bajadora en licencia al Estado o a la EPS; de esta forma, durante el período de licencia 
el empleador únicamente cubre los salarios y prestaciones de quien haga el reemplazo. 
Esta propuesta mitiga la percepción de que contratar a mujeres en edades de alta fertilidad 
implica pagar un sobrecosto.

Restan, sin embargo, otros costos asociados a la maternidad cuya socialización pa-
rece menos transferible mediante impuestos o contribuciones estatales, como ya se ex-
plicó. En esta segunda dimensión nuestra propuesta de política se concentra en sugerir 
que se eliminen las diferencias en cobertura entre hombres y mujeres en la legislación 
laboral al promover que se reconozcan las licencias de paternidad en la misma exten-
sión y los mismos beneficios que se otorgan hoy a las mujeres, así como incentivos para 
que los padres las disfruten. Alternativamente, proponemos el diseño de una “licencia 
parental” que pueda ser aprovechada por ambos padres en partes iguales o en una frac-
ción similar, como forma de incentivar a los padres a tomarla19; es el camino que han 
seguido con éxito países de la Unión Europea como Suecia y Finlandia, y otros como 
Canadá. En el caso de Suecia, el interés del gobierno consistía en proveer a los padres 
incentivos para incrementar su participación en el cuidado de los niños, así como pro-
mover la igualdad de género y la participación de las mujeres en el mercado de trabajo. 
En palabras del gobierno sueco:

19 Este tipo de política pública debe partir de reconocer la improbabilidad de que los padres, dejados a su libre 
arbitrio, se tomen todo el tiempo permitido durante la licencia de paternidad, razón por la cual países como 
Dinamarca han diseñado un período de doce semanas de licencia de paternidad reservada para los padres con la 
particularidad de que es un beneficio que “se toma o se deja”. Si el padre no las disfruta, la familia las pierde, 
pues son intransferibles a la madre. Políticas similares para padres han sido implementadas en Finlandia, No-
ruega y Suecia (Gornick y Meyers, 2003). 
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	 Es importante que los padres tomen licencias de paternidad. Incrementar el uso 
de la licencia de paternidad para los padres debería contribuir a cambiar las acti-
tudes de los empleadores, los cuales entenderán que la licencia de paternidad es 
un evento natural que se debe considerar y coordinar con el trabajo productivo 
en una compañía. Este cambio de actitud es necesario para que tanto los hombres 
como las mujeres puedan disfrutar de las licencias de paternidad y maternidad 
sin sentir que están poniendo en riesgo sus carreras o sus oportunidades de ascen-
so profesional (Ekberg, Eriksson y Friebel, 2013).

Como resultado de la percepción cultural generalizada de que las mujeres son las 
principales responsables del cuidado y la crianza de los niños, se tiende a evaluarlas como 
menos competentes, menos comprometidas con el trabajo y potencialmente menos con-
fiables. Nuestras recomendaciones de política a este respecto están relacionadas con la 
promoción de un cambio cultural que resalte la importancia de que ambos padres tomen 
parte activa y en proporciones similares en el cuidado y crianza de los hijos y las labores 
domésticas en general. Una iniciativa interesante, por ejemplo, es el Programa Equipares 
desarrollado por el Ministerio de Trabajo, cuyo objetivo es “transformar las estructuras 
de trabajo y gestión de recursos humanos al interior de las empresas, buscando eliminar 
posibles desigualdades de género que hacen que la empresa desaproveche su recurso hu-
mano”20. Como parte de este programa, se emitieron comerciales de televisión en los que se 
recreaban situaciones para llamar la atención sobre la importancia de la equidad de género; 
uno de estos, por ejemplo, muestra a una mujer empujando un carro de mercado al tiempo 
que hala con cuerdas a un hombre sentado en un escritorio. La voz del narrador dice: “Sin 
tu ayuda, ella tiene que esforzarse el doble. Cuando apoyas a tu pareja, sus oportunidades de 
trabajo mejoran. Apoya la equidad laboral, es una cuestión de desarrollo”. Pese a que la ini-
ciativa es interesante, porque le habla directamente a los padres para resaltar la importancia 
de su contribución al trabajo doméstico, los comerciales parecen haber tenido baja difusión 
en medios locales. De cualquier forma, iniciativas similares pero dirigidas a los empleado-
res, como parece ser también el objetivo de Equipares, son también deseables con el fin de 
reducir las creencias de que las mujeres en general, y las madres en particular, tienen menor 
compromiso con las imposiciones del trabajo en comparación con los hombres, haciéndolas 
candidatas menos competentes que ellos para trabajos similares.

7. 	 Conclusiones

Nuestra investigación evalúa el efecto de la Ley 1468 de 2011 (a través de la cual se 
extendió la licencia de maternidad de doce a catorce semanas de descanso remunerado), 
sobre los resultados de las mujeres en el mercado de trabajo. Los resultados señalan que la 
extensión realizada por la ley incrementó la probabilidad de inactividad para las mujeres 

20 Andrea Castaño, líder del Grupo de Equidad Laboral con Enfoque Diferencial de Género, del Ministerio del 
Trabajo, disponible en: http://www.mintrabajo.gov.co/mayo-2013/1859-sello-de-equidad-laboral-logra-mayo-
rigualdad-y-competitividad-en-las-empresas.html (Recuperado el 11 de marzo de 2015).
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en edades más fértiles (18 a 30 años), a diferencia del grupo de mujeres en edades menos 
fértiles (40 a 55 años); asimismo, que las probabilidades de informalidad y autoempleo se 
incrementaron para las mujeres en edades de alta fertilidad con respecto a las de menor 
fertilidad. Dichos resultados son robustos a la selección de grupos demográficos y perío-
dos de tiempo, por lo cual se sugiere que la causa de estos resultados es la mayor duración 
de la licencia de maternidad. 

Como lo señalan Autor et al. (2006), en el contexto de su investigación, nuestros ha-
llazgos no pretenden proveer un análisis general del esquema normativo de protección a la 
maternidad, dado que este estudio no evalúa todo el conjunto de los beneficios de tales leyes 
para los trabajadores ni para la sociedad en general. Sin embargo, el hecho de que haya 
efectos laborales en las mujeres en edades de alta fertilidad demuestra que, en algunos 
casos, las protecciones jurídicas imponen costos a quienes intentan beneficiar. Por consi-
guiente, la ley debe estar atada a otras regulaciones que prevengan que los empleadores 
excluyan al grupo objetivo, en este caso las mujeres en edades fértiles. Nuestra principal 
recomendación es socializar el pago de la seguridad social del trabajador en licencia, que 
ahora es asumido por el empleador, así como impulsar el diseño de una política pública 
de licencia de paternidad que pueda ser disfrutada por los dos padres en igual o muy si-
milares proporciones.
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